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 Legitimación en la causa “…por su 
parte, hace referencia a la necesidad de 
que entre la persona que convoca o es 
convocada al pleito y el derecho invocado 
exista un vínculo que legitime esa 
intervención, de suerte que el veredicto 
que se adopte les resulte vinculante. Ha 
sido insistente esta Corporación al 
calificarlo como un presupuesto de la 
acción, cuya ausencia impide 
aproximarse al fondo de la contienda, 
trayendo aparejado la desestimación de 
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TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLIN 
2021-067 

SALA CUARTA CIVIL DE DECISION 
 

Medellín, veintitrés (23) de junio de dos mil veintidós (2022) 
 

 

Se decide por la Sala Civil del Tribunal el recurso de apelación 

que interpusiera Fernando Londoño González frente a la 

sentencia anticipada del 28 de junio de 2021 proferida por el 

Juzgado Civil con conocimiento de Procesos Laborales del 

Circuito de Girardota (Antioquia), dentro del proceso verbal 
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(resolución de contrato de promesa de compraventa) que 

promovió en contra de Rosalbina Gallego Obando. 

 

I. ANTECEDENTES  

 

1. Mediante escrito presentado el día 23 de julio de 2020, 

Fernando Londoño González, obrando por medio de mandatario 

judicial instauró demanda en contra de Rosalbina Gallego Obando 

pretendiendo la declaratoria de la resolución del contrato de 

promesa de compraventa celebrado el día 26 de julio de 2019; la 

devolución de lo pagado con los intereses de mora causados 

desde el 26 de julio de 2019 (fecha de celebración del contrato), 

hasta la fecha de presentación de la demanda (23 de julio de 

2020) y el pago de las costas y agencias en derecho. 

 

2. Los fundamentos fácticos fueron compendiados así por la a 

quo:  

 

“Que mediante documento privado, debidamente firmado y 

autenticadas sus firmas ante Notario el día 26 de julio de 2019, la 

señora ROSALBINA GALLEGO OBANDO prometió vender al 

demandante el 10%, (equivalente a 1.000 m2), de un bien inmueble en 

mayor extensión cuya cabida es de 9.3529,90 metros cuadrados, 

situado en el Municipio de Girardota, Paraje Portachuelo, destinado a 

vivienda campesina, comprendido dentro de los siguientes linderos 

generales: “Por el pie con la Quebrada Los Ortegas; por un constado, 

con la Quebrada Los Aguacates, en parte, y en parte con predio de 

Juan Evangelista Gómez Rendón; por el otro costado, con propiedad 

de Sigifredo Ospina, hasta llegar a la Quebrada Los Ortegas, primer 

lindero”. Tiene CODIGO CATASTRAL 

30820001000008002050000000000. MATRICULA INMOBILIARIA No. 

012- 10622. 

 

“Que la porción de terreno prometida en venta (10% del total) fue 

determinada y vinculada a la siguiente descripción como cuerpo cierto: 

“1000MTS2 donde está ubicada la casa prefabricada, el kiosco de 
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madera y los baños externos; y quedaría lindando por la parte de atrás 

y los dos costados, con parte del lote que queda a la vendedora; y por 

el frente con la carretera; y que su área sería definida cuando se 

efectúe la partición material legalmente, y que las mejoras que se 

ubiquen en este espacio serán de su propiedad exclusiva. 

 

“El precio pactado en dicha promesa de contrato fue de SETENTA Y 

CINCO MILLONES DE PESOS ($75.000.000) pagaderos por el 

comprador a la vendedora así: la suma de diez millones de pesos 

($10.000.000) a la firma del documento, sesenta millones 

($60.000.000), serían consignados en la cuenta de ahorros No. 

10133162428 de Colombia, a nombre de la promitente vendedora; y 

los restantes cinco millones de pesos ($5.000.000), con un plazo de 

tres (3) meses, o sea el 28 de octubre de 2019. 

 

“Se pactó en el citado contrato de promesa de compraventa, en la 

cláusula tercera que, la escritura pública por medio de la cual se 

solemnizaría dicho acto promedito, seria otorgada en la Notaría Única 

de Girardota a las 10:00 de la mañana, dentro de los quince (15) días 

siguientes al registro del desembargo de la propiedad, ya que en el 

mismo existe un embargo en un proceso ejecutivo hipotecario con 

radicado 2019-00006 que cursa en este juzgado. Se dejó pactado en el 

contrato de promesa que los dineros recibidos por la promitente 

vendedora, hasta del tope de lo recibido sería destinado para el pago 

de la hipoteca, pagos que efectivamente realizó el promitente 

comprador a la promitente vendedora el mismo día 26 de julio de 2019 

en dos (2) contados, mediante transferencia a la cuenta bancaria 

informada; una por valor de $40.000.000 y otra por valor de 

$30.000.000.  

 

“Que hasta el día 16 de junio de 2020, pese a haber recibido el dinero 

la demandada, no ha abonado, ni cancelado la hipoteca que pesa 

sobre el inmueble, ni lo ha liberado de las consecuencias del proceso 

ejecutivo hipotecario ya citado, incumpliendo lo pactado en la cláusula 

sexta del documento, y que por el contrario, la demandada presentó 

excepciones dilatorias, el inmueble se encuentra embargado y 

secuestrado y el proceso se encuentra con sentencia ejecutoriada del 

1º de julio de 2020 ordenando el avalúo y la venta en pública subasta 

del bien.  

 

“Que debido al incumplimiento reiterado de la promitente vendedora, el 

demandante está facultado para pedir que se cumplan los efectos 

reservados por la ley a la condición resolutoria expresa o pacto 

comisorio; para el caso que nos ocupa, el cumplimiento del contrato, 

más la indemnización dispuesta a cargo del contratante incumplido”. 
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3. La demanda fue notificada a la demandada vía correo 

electrónico el día 30 de octubre de 2020, según constancia 

obrante en el archivo 6 digital, y dentro del término de traslado 

guardó silencio. 

 

II. SENTENCIA APELADA 

 

El Juzgado Civil con conocimiento de Procesos Laborales del 

Circuito de Girardota (Antioquia) el 28 de junio de 2021 profirió 

sentencia anticipada con fundamento en el núm. 2º del art. 278 

del C. General del Proceso declarando la falta de legitimación en 

la cusa por activa. 

 

Para decidir de la manera como lo hizo, el Juzgador comenzó con 

un recuento de todo lo transcurrido en el proceso y luego encontró 

satisfechos los presupuestos procesales para proferir sentencia 

de mérito. 

 

Establecido lo anterior, efectuó algunas consideraciones de orden 

legal y jurisprudencial sobre los requisitos que se exigen para la 

existencia y validez del contrato de promesa de compraventa y a 

los presupuestos de procedencia de la acción resolutoria, y de 

conformidad con la sentencia del 31 de mayo de 2010. M.P. Dr. 

William Namén Vargas, “los citados presupuestos ponen en 

evidencia, que la acción alternativa prevista en el artículo 1546 del 

Código Civil, solo se confiere al contratante cumplido o que se 

allanó a cumplir”. 
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Establecido lo anterior, expresó que el precio se había 

determinado cláusula del contrato preparatorio, así:  

 

“El precio fue de $75.000.000, pagaderos de la siguiente forma: 
$10.000.000 a la firma del contrato; $60.000.000 se autorizó 
consignarlos en la cuenta de ahorros de Bancolombia a nombre de la 
vendedora; y los restantes $5.000.000, en un plazo de 3 meses, o sea, 
el 28 de octubre de 2019. 
 
“Para constatar el cumplimiento de las obligaciones adquiridas por la 
parte demandante, se tiene que, como anexo de la demanda, la parte 
demandante allegó dos tíquets o desprendibles de transacciones 
bancarias realizadas por el actor el mismo día de celebración del 
contrato de promesa de compraventa; una de ellas realizada en la 
cuenta de ahorros suministrada por la demandada, por valor de 
$30.000.000, tal y como se dijo en la cláusula 2 del contrato; y la otra 
que corresponde a un retiro por valor de $40.000.000, que dice la 
demanda, fueron entregados en efectivo a la señora ROSALBINA 
GALLEGO OBANDO, el día 26 de julio de 2019 en horas de la 
mañana, y que ha de tenerse por cierto, en tanto la demandada guardó 
silencio frente a la demanda. 
 
“Conforme a lo antes indicado tenemos que por parte del demandante 
hubo cumplimiento parcial de las obligaciones a su cargo, pactadas en 
el contrato de promesa de compraventa, circunscritas estas, al pago de 
la suma de $70.000.000; lo que no ocurrió con el valor restante del 
contrato, por $5.000.000, que debía cancelarlos el día 28 de octubre de 
2019, y de los cuales no acreditó su pago”. 

 

Bajo este análisis, concluyó que “el demandante, como promitente 

comprador, no está, entonces, legitimado para pretender la 

resolución del contrato de promesa de compraventa frente a la 

señora ROSALBINA GALLEGO OBANDO, como promitente 

vendedora, en tanto, el cumplimiento de sus obligaciones fue solo 

parcial. Puestas las cosas de este modo, habrá de reconocerse 

de oficio la excepción de mérito de “Falta de legitimación en la 

causa por activa”, por mandato del artículo 282 del Código 

General del Proceso, y en consecuencia, se negarán las 

pretensiones de la demanda.” 
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III. LA APELACIÓN  

 
Inconforme con la decisión la parte accionada interpuso el recurso 

de apelación, enfilando como reproches los siguientes: 

 

“2. Basta leer el encabezado de la demanda hipotecaria 2019-00006 

para enterarnos que el ejecutante inicial fue el señor FRANCISCO 

BERRIO DEL RIO quien cedió sus derechos a FERNANDO 

LONDOÑO, según auto del día 15 de enero de 2020 que acepta la 

CESION DERECHOS LITIGIOSOS, fecha para la cual ya ROSALBINA 

GALLEGO había recibido los dineros destinados a cancelar la 

obligación hipotecaria y no lo hizo.  

 

“Es decir, es esta última incumplida la única culpable de que no se 

haya levantado el embargo, no como lo deduce forzadamente la 

falladora de instancia.  

 

“3. Aunque no obra prueba en el proceso y, es entonces una afirmación 

temeraria de la falladora, tenemos que decir que NO ES CIERTO que 

estemos entrabando la culminación del proceso hipotecario. Todo lo 

contrario: Lo real es que presta oídos sordos y ojos ciegos a los 

memoriales que presenta este apoderado solicitando el impulso del 

proceso; no nos leen y si lo hacen no actúan. Se adjuntarán las 

pruebas ante El Superior. 

 

“4. Asegura la A Quo, en su desafortunada providencia, que al estar 

vigente el proceso ejecutivo hipotecario y la medida cautelar de 

embargo, es motivo fehaciente para que no se predique el 

incumplimiento de la demandada. 

 

“Error monumental de apreciación probatoria: ROSALBINA GALLEGO 

recibió los dineros pactados desde el 26 de julio de 2019 y NO PAGÓ 

UN SOLO PESO DE LA OBLIGACION HIPOTECARIA tal y como se 

comprometió en el CONTRATO DE PROMESA DE COMPRAVENTA, 

potísima razón para predicar que voluntariamente se puso en posición 

de incumplimiento del contrato.  

 

“Esos dineros tenían una destinación específica: LIBERAR EL 

PREDIO DEL GRAVAMEN HIPOTECARIO y no lo hizo. Incumplió su 

compromiso. ¿Cómo pretende un JUEZ DE LA REPUBLICA, a su 

capricho, que sin pagar los valores deducidos en un proceso ejecutivo 

se levante caprichosamente una medida cautelar de embargo? ¿Cómo 

desecha que recibió la suma suficiente para pagar y cumplir; no pagó; 

incumplió y al contrario viene entrabando el proceso donde la 
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ejecutan? Es de aquellas personas reciben para pagar una deuda y 

prefieren quedar debiendo el doble.  

 

“5. Como la fecha de otorgamiento de la escritura pública no solo debe 

ser explícita sino deducible de manera inequívoca, El Despacho pasó 

por alto que la Señora ROSALBINA GALLEGO, desde el día 26 de 

julio de 2019, tenía el deber cumplir con su obligación de cancelar la 

hipoteca y, por tanto, de otorgar la escritura pública el día 16 de agosto 

de 2019, si tenemos en cuenta que el oficio de desembargo puede 

entrar a Registro junto con la escritura pública. No lo hizo. Dispuso del 

dinero a su antojo y ahora posa de cumplida y mi poderdante, que hizo 

todo el esfuerzo y entregó una alta suma de dinero, le sale a deber 

disque porque no pagó la cantidad de CINCO MILLONES DE PESOS 

($5.000.000) finales. 

 

“¿Cómo lo supo la juez? ¿Cómo lo dedujo la Juez? ¿Si ROSALBINA 

GALLEGO no ha dicho nada en este aspecto, ni ningún testimonio 

existe procesalmente, sería que el Ave María se lo susurró al oído? 

¿De qué pieza procesal y como, deduce que FERNANDO LONDOÑO 

no se ha allanado a cumplir?  

 

“6. De haber cumplido ROSALBINA GALLEGO su compromiso, hace 

meses estaría culminado el proceso hipotecario, pero no: Ha dilatado el 

ejecutivo con una serie de memoriales, avalúos, objeciones, escritos y 

demás peticiones que EL DESPACHO no ha resuelto pese a las 

múltiples solicitudes de este apoderado.  

 

“7. El Despacho, entonces, gratuitamente lava las manos de la 

demandada y la exime de responsabilidad en el incumplimiento (pese a 

haber recibido el dinero para pagar el ejecutivo hipotecario y no lo hizo, 

ni lo ha hecho).  

 

“8. El solo hecho de la NO RESPUESTA A LA DEMANDA o de 

pronunciamiento expreso sobre los hechos y pretensiones de ella, o las 

afirmaciones o negaciones contrarias a la realidad, harán presumir 

ciertos los hechos susceptibles de confesión contenidos en la 

demanda, salvo que la ley le atribuya otro efecto  

 

“Así reza el artículo 96 del CGP que El A Quo se saltó olímpicamente. 

De haberlo leído y aplicado, como debe ser, habría declarado confesa 

a la demandada de todos los hechos de la demanda y su fallo habría 

sido otro, sin tanto esfuerzo por demostrar lo inexistente”.  

 

En esta instancia reiteró que en el proceso verbal no existe 

prueba alguna sobre el trámite del proceso hipotecario, aunque se 
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tramite en el mismo juzgado, y en especial que no existía prueba 

de que el demandante Fernando Londoño no hubiese pagado los 

$ 5.000.0000,00 que hacían parte del precio, preguntándose, 

nuevamente, ¿cómo lo supo la a quo, ¿cómo lo dedujo?, ¿Cómo 

se deduce que el actor no se ha allanado a cumplir esa pequeña 

suma?. Además, insistió en lo manifestado en el escrito contentivo 

de los reparos.  

 

III. CONSIDERACIONES 

 

1. Como tarea liminar en la técnica del fallo, compete al juez el 

ocuparse de la constatación de la estructuración de lo que en 

doctrina se conoce como presupuestos procesales porque en 

ellos estriba la validez de la relación jurídica procesal. Significa lo 

anterior que, en presencia de algún defecto de tales 

presupuestos, se impone o bien un mero despacho formal o bien, 

la anulación de la actuación. De acuerdo con la doctrina los 

presupuestos procesales, no son otros que la demanda en forma, 

la competencia del juez, la capacidad de las partes y la 

legitimación procesal o aptitud de las partes, bien por sí, ora a 

través de vocero judicial para el ejercicio de “ius postulandi”; los 

anteriores presupuestos se reúnen a cabalidad en el plenario. En 

cuanto a las condiciones materiales para fallo de mérito, 

reducidas a la legitimación en la causa e interés para obrar como 

meras afirmaciones de índole procesal resultan aceptables en 

principio para el impulso del proceso. 

 

2. Simplemente, en cuanto a la posibilidad que tiene el contratante 

incumplido de solicitar la resolución del contrato, es asunto que 

debe definirse para la prosperidad o no de la pretensión. 
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En sentencia SC2215 del 9 de junio de 2021 indicó la Corte,  

 
4.2. La legitimación en causa, por su parte, hace referencia a la 

necesidad de que entre la persona que convoca o es convocada al 
pleito y el derecho invocado exista un vínculo que legitime esa 
intervención, de suerte que el veredicto que se adopte les resulte 
vinculante. Ha sido insistente esta Corporación al calificarlo como un 
presupuesto de la acción, cuya ausencia impide aproximarse al fondo 
de la contienda, trayendo aparejado la desestimación de lo pedido. 

 
Esa legitimación la deben ostentar tanto la parte demandante 

(activa) que le permita accionar, como la demandada (pasiva) para 
enfrentar los reclamos, pudiendo ser cuestionada mediante la 
interposición de la correspondiente excepción previa, e incluso de oficio 
y que de hallarse probada podrá ser declarada mediante sentencia 
anticipada en cualquier estado del proceso. 

 
En lo tocante a la legitimación en la causa esta Corte ha 

adoctrinado lo siguiente: 
 

«El nexo que une a las partes, permitiendo a la una accionar 

y a la otra responder a tales reclamos, es lo que se conoce como 

legitimación en la causa. Su importancia es tal, que no depende de 

la forma como asuman el debate los intervinientes, sino que el 

fallador debe establecerla prioritariamente en cada pugna al entrar a 

desatar la litis o, en casos excepcionales, desde sus 
albores. 

De no cumplirse tal conexión entre quienes se traban en un 

pleito, se presentaría una restricción para actuar o comparecer, sin 

que se trate de un aspecto procesal susceptible de subsanación, 

sino que, por su trascendencia, tiene una connotación sustancial 

que impide abordar el fondo de la contienda. 

 

La Corte en sentencia de 24 de julio de 2012, exp. 1998-

21524-01, reiteró que "fila legitimación en la causa consiste en ser la 

persona que la ley faculta para ejercitar la acción o para resistir la 

misma, por lo que concierne con el derecho sustancial y no al 

procesal, conforme lo tiene decantado la jurisprudencia (...) En 

efecto, ésta ha sostenido que 'el interés legítimo, serio y actual del 

`titular de una determinada relación jurídica o estado jurídico' (U. 

Rocco, Tratado de derecho procesal civil, T. I, Parte general, 2" 

reimpresión, Temis-Depalma, Bogotá, Buenos Aires, 1983, pp. 360), 

exige plena coincidencia 'de la persona del actor con la persona a la 

cual la ley concede la acción (legitimación activa) y la identidad de la 

persona del demandado con la persona contra la cual es concedida 

la acción (legitimación pasiva). (Instituciones de Derecho Procesal 

Civil, I, 185)' (CXXXVIII, 364/ 65), y el juez debe verificarla 'con 

independencia de la actividad de las partes y sujetos procesales al 

constituir una exigencia de la sentencia estimatoria o desestimatoria, 
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según quien pretende y frente a quien se reclama el derecho sea o 

no su titular' (cas. civ. sentencia de 1° de julio de 2008, [SC-061-

2008], exp. 11001-3103-033-200106291-01). Y ha sido enfática en 

sostener que tal fenómeno jurídico 'es cuestión propia del derecho 

sustancial y no del procesal, por cuanto alude a la pretensión 

debatida en el litigio y no a los requisitos indispensables para la 

integración y desarrollo válido de éste' (Sent. de Cas. Civ. de 14 de 

agosto de 1995, Exp. N° 4268, reiterada en el fallo de 12 de junio de 

2001, Exp, N° 6050)» (CSJ SC4468 de 9 de abr. de 2014, Rad. 

2008-00069-01)  

 

 

3. De conformidad con el prolegómeno jurisprudencial anterior, y 

ocupados de la situación procesal que aquí se presenta, resulta 

relevante un elemento demostrativo allegado al juicio: El contrato 

de promesa de compraventa celebrado entre Rosalbina Gallego 

Obando como promitente vendedora y Fernando Londoño 

González como permitente comprador, cuyo contenido y firma fue 

reconocido por los contratantes el 29 de julio de 2019 (archivo 4, 

págs. 10 a 13).  

 

Por manera que, sí existe un vínculo que legitima la intervención 

del actor, que impedía el proferimiento de la sentencia anticipada, 

y obliga a la a quo a abordar el fondo de la contienda, sin que 

sobre recordar que la jurisprudencia vigente de la Corte, en caso 

de que el contratante incumplido solicite la resolución del contrato 

solo le impide la reclamación de perjuicios.  

 

V. DECISIÓN  

 

En mérito de lo expuesto el TRIBUNAL SUPERIOR DE 

MEDELLÍN EN SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL, 

administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y 

por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia recurrida y en su 
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lugar dispone que se continue el trámite del proceso.  Costas en 

ambas instancias a cargo de la demandada. 

 

 

NOTIFIQUESE 

 

 

JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 
Magistrado 

 

 

 

 

 
JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 

Magistrado 
 
 
 

 
 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 
Magistrada 



_________________________________________________________________________12 
05308-31-03-001-2020-00095-01                                                                                                JCSL 

 

 


